Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 1574-I, martes 31 de agosto de 2004.
CON PROYECTO DE DECRETO, POR EL QUE SE ADICIONA UN SEGUNDO PÁRRAFO AL ARTÍCULO 123 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PRESENTADA POR LA DIPUTADA BLANCA JUDITH DÍAZ DELGADO, EN NOMBRE PROPIO Y DE LA DIPUTADA VIRGINIA YLEANA BAEZA ESTRELLA, AMBAS DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 25 DE AGOSTO DE 2004 

El grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, a través de la suscrita, diputada federal Virginia Yleana Baeza Estrella, en ejercicio de lo dispuesto en la fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en el artículo 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, presenta iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un segundo párrafo al artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de acuerdo con la siguiente 

Exposición de Motivos 

La pobreza, la marginación y la exclusión son fenómenos que si bien afectan a la sociedad en su conjunto, se agudizan en grupos especiales de población como los adultos mayores, las personas con discapacidad y amplios sectores de indígenas, mujeres y niños, que forman parte de los llamados "grupos vulnerables". 

En el caso de los adultos mayores y las personas con discapacidad, la edad y la capacidad física los hace sumamente dependientes, a lo cual se suman sus particulares problemas de salud, alimentación e inserción laboral, por mencionar algunos. 

Por ello, en el pasado reciente, en nuestro país y por parte de las distintas autoridades y órdenes de gobierno se han venido intensificando las acciones y se han multiplicado los programas tendentes a mitigar la situación de desventaja de esos grupos de población. 

Por parte del Ejecutivo federal, las políticas públicas se orientan cada vez con más fuerza y decisión a dar respuesta a la demanda ciudadana que el Gobierno de la República ha recibido de la misma. 

Asimismo, uno de los requerimientos más importantes, planteado por las madres y los padres de familia, así como por diversas organizaciones civiles y por la sociedad mexicana en general, es mejorar la calidad de vida de sus miembros más vulnerables. 

La diferencia entre las personas debemos entenderla como la condición humana que implica una manera distinta de vivir, pero que no resta talentos, anhelos y el derecho a contar con una vida productiva y digna. 

Para alcanzar esos propósitos es necesario partir de bases firmes y metas compartidas, y actuar desde los diversos campos para garantizar el respeto de esos derechos, la dignidad y la igualdad de oportunidades en el acceso y en la permanencia laboral. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no distingue a las personas. En el artículo 1º plasma la igualdad de todos ante la ley, lo que es equivalente a decir que todos debemos tener las mismas oportunidades en nuestra sociedad. Dicho precepto, a la letra, dice en el primer párrafo: 

"En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán restringirse, ni suspenderse, sino en los casos y con las condiciones que ella misma establece."

Y en el párrafo tercero, de forma más clara, señala: 

"Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las capacidades diferentes, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas."

Si lo que promovemos en la presente iniciativa es el empleo y la no discriminación contra los grupos vulnerables, todo lo anterior nos lleva entonces a la deducción de que nos podemos dedicar al trabajo que deseemos, incluido el mencionado segmento, pues vivimos en una sociedad incluyente, como ya dejamos claro, y esta garantía la vemos consagrada en el artículo 5º de nuestra Carta Magna, el cual señala: 

"A ninguna persona podrá impedirse que se dedique a la profesión, industria, comercio o trabajo que le acomode, siendo lícitos. El ejercicio de esta libertad sólo podrá vedarse por determinación judicial, cuando se ataquen los derechos de tercero, o por resolución gubernativa, dictada en los términos que marque la ley, cuando se ofendan los derechos de la sociedad."

Como podemos observar, no existe razón legal para impedir el trabajo a las personas, obviamente de acuerdo con sus capacidades, ya que la Constitución los regula, impidiendo la discriminación en el artículo 1º y otorgándoles dicha garantía en el 5º. 

En el mismo sentido, de la garantía de igualdad el artículo 34 de nuestra Carta Magna dice: 

"Son ciudadanos de la República los varones y las mujeres que, teniendo la calidad de mexicanos, reúnan, además, los siguientes requisitos: 
"I. Haber cumplido 18 años; y 
"II. Tener un modo honesto de vivir."

De lo anterior notamos que en el texto constitucional no existe diferenciación alguna en cuanto a la calidad de ciudadanía, ya que ésta la tendrán las personas que cumplan los requisitos que establece el comentado artículo. 

Asimismo, la legislación en materia electoral no establece limitaciones para las personas en cuanto a su participación en los procesos electorales, ya que pueden votar y ser votados. 

En la Ley Federal del Trabajo tampoco existe distinción, ya que a todos los trabajadores otorga un trato de iguales. Aquí quiero recalcar que si bien es cierto que todos contamos con los mismos derechos laborales, también tenemos las mismas obligaciones. 

De lo anteriormente dicho observamos que la legislación reconoce la igualdad de todos los ciudadanos. Sin embargo, en la práctica, en la vida real, las personas en situación de vulnerabilidad han sido relegadas en muchos campos, específicamente en el laboral. 

Se sabe, por ejemplo, que la tasa de participación económica de la población con discapacidad es de tan sólo 25 por ciento a escala nacional. Tal y como lo reconoce el acuerdo presidencial del 12 de febrero de 2001 que crea el Consejo Nacional Consultivo para la Integración de las Personas con Discapacidad, la estrategia para la integración de los discapacitados ha sido limitada, ya que no existen políticas de gobierno que los incluyan con una visión total; es decir, no se ha permitido a éstos el acceso pleno a la vida social y productiva del país, lo cual a la fecha se presenta como algo vergonzoso y denigrante, dado que se encuentran sumamente marginados. 

La vejez, por su parte, repercute desfavorablemente en las posibilidades de encontrar empleo en el sector formal de la economía, así como en sus niveles de productividad e ingreso, lo que tarde o temprano se expresa en la disminución de la actividad laboral de las personas hasta detenerla por completo. El retiro del trabajo convierte a los adultos mayores en personas totalmente dependientes de los sistemas de transferencia. 

Hoy día, en México hay alrededor de 1.5 millones de adultos mayores que reciben alguna pensión o jubilación y esos ingresos son por lo general insuficientes para atender sus necesidades esenciales. Por esa razón, una proporción significativa (60 por ciento de los hombres y menos de 20 por ciento de las mujeres de 65 años o más) continúa trabajando hasta edades muy avanzadas.1 

Reconociendo esas históricas asimetrías, la Organización Internacional del Trabajo, un organismo especializado de Naciones Unidas que procura fomentar la justicia social y los derechos laborales y humanos internacionalmente reconocidos, formula normas internacionales de trabajo en forma de convenios y de recomendaciones por las que se fijan condiciones mínimas en materia de derechos laborales fundamentales. Como ejemplo podemos mencionar los convenios sobre la edad mínima, sobre las peores formas de trabajo infantil, sobre la igualdad de trato, sobre igualdad de remuneración, sobre poblaciones indígenas y tribales, y sobre la discriminación, todos ellos ratificados por nuestro país. 

Ciertamente, la realidad ha demostrado que hay sectores de la población que no pueden lograr la satisfacción de sus necesidades más elementales, otros cuya condición social es un obstáculo para el ejercicio pleno de sus derechos y capacidades. 

Precisamente los grupos vulnerables son los que están en mayores condiciones de riesgo, indefensión y desventaja; requieren atención particular y la intervención activa del Estado, razón por la cual se han venido instaurando distintos programas tendentes a mitigar la situación de desventaja de esos grupos de población. 

A la par, se ha venido desarrollando una nueva corriente en el derecho que justifica la existencia de normas específicas para dar protección adicional a los llamados "grupos vulnerables", de acuerdo con sus necesidades y condiciones. 

Acción Nacional considera de singular importancia especificar en nuestra Carta Magna que el Estado provea las condiciones necesarias para promover el empleo de las personas en situación de vulnerabilidad. 

Es necesario que se haga explícita en la Constitución, en el apartado laboral, la obligación de que el Estado actúe para beneficiar a los más vulnerables, más aún cuando ya se hace mención en el artículo 123 de grupos especiales de población, como los menores y las mujeres, pero nos hemos olvidado de las personas con discapacidad y los adultos mayores. 

No podemos aspirar a ser un país verdaderamente democrático, próspero y con justicia social mientras no logremos, como país, integrar de manera plena a todas las personas, sin distinción, ya que todas y todos podemos contribuir aún más al desarrollo nacional. 

Necesitamos garantizar la libertad y potenciar las capacidades de todas las personas para que éstas tengan las posibilidades de vivir de una forma más digna, e ir abriendo el camino para que las generaciones futuras vayan aprendiendo y concienciándose acerca de nuestros valores y prioridades como país. 

Los esfuerzos realizados por las personas con discapacidad, los adultos mayores, las mujeres y sus familias, así como los hechos por las autoridades y legisladores, ciertamente no han sido suficientes y, por consiguiente, no han rendido los frutos esperados. Por esa razón es necesario actuar con urgencia para superar esos problemas, y qué mejor que hacerlo desde esta soberanía, legislando en favor de los grupos vulnerables, para que así puedan contar con mejores oportunidades de desarrollo. 

¡Habremos de tomar buenas decisiones y así mejorar su calidad de vida! 

¡Garanticemos la igualdad de oportunidades! 

Por ello, someto a su consideración la siguiente 

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un segundo párrafo al artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Único. Se adiciona un segundo párrafo al artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y se recorre el actual segundo párrafo del citado artículo, para quedar como tercero, quedando como sigue: 

Artículo 123. ... 

El Estado impulsará las condiciones necesarias para promover el empleo de las personas en situación de vulnerabilidad. 

El Congreso de la Unión, sin contravenir las bases siguientes, deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales regirán: 

A. ... 

B. ...

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Nota: 
1 Conapo, Programa Nacional de Población 2001-2006. 

Dip. Virginia Yleana Baeza Estrella (rúbrica) 

(Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. Agosto 25 de 2004.) 
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